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 El presente informe es una recopilación de la información que figura en los informes 
de los órganos de tratados y los procedimientos especiales, con inclusión de las 
observaciones y los comentarios del Estado interesado, y otros documentos oficiales 
pertinentes de las Naciones Unidas. En el informe no se consignan más opiniones, 
observaciones o sugerencias de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) que las que figuran en los informes hechos públicos por ésta. Se 
sigue la estructura de las directrices generales aprobadas por el Consejo de Derechos 
Humanos. La información incluida se documenta sistemáticamente en las notas. El informe 
se ha preparado teniendo en cuenta que el primer ciclo del examen abarca cuatro años. 
Cuando no se ha dispuesto de información reciente se han utilizado también los últimos 
informes y documentos disponibles que no estaban desactualizados. Como solamente se 
recopila la información contenida en los documentos oficiales de las Naciones Unidas, la 
falta de información sobre algunas cuestiones específicas o la escasa atención dedicada a 
éstas puede deberse a que no se ha ratificado el tratado correspondiente y/o a un bajo nivel 
de interacción o cooperación con los mecanismos internacionales de derechos humanos. 
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 I. Antecedentes y marco 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales1 

Tratados universales 
de derechos humanos2 

Fecha de ratificación, 
adhesión o sucesión 

Declaraciones/ 
reservas 

Reconocimiento de competencias concretas de órganos de 
tratados 

ICERD 27 de enero de 1982 Sí (art. 4) Denuncias individuales (art. 14): No 

ICESCR 21 de julio de 2008 No - 

ICCPR 21 de julio de 2008 No Denuncias entre Estados (art. 41): No 

CEDAW 12 de enero de 1995 No - 

CRC 2 de marzo de 1993 No - 

Tratados en los que Papua Nueva Guinea no es parte: OP-ICESCR3, ICCPR-OP 1, ICCPR-OP 2, OP-CEDAW, CAT, OP-CAT, 
OP-CRC-AC, OP-CRC-SC, ICRMW, CRPD, CRPD-OP, y CED. 

 
Otros instrumentos internacionales relevantes Ratificación, adhesión o sucesión 

Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio Sí 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional No 

Protocolo de Palermo4 No 

Refugiados y apátridas5 Sí, excepto las Convenciones sobre la 
apatridia 

Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos adicionales6 Sí, excepto los Protocolos adicionales I, II 
y III 

Convenios fundamentales de la OIT7 Sí 

Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la 
Enseñanza (UNESCO)  

No 

1. En 2010, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) alentó a Papua Nueva Guinea a que considerara la posibilidad de ratificar la 
CAT, la ICRMW y la CRPD8, adherirse al OP-CEDAW y aceptar la modificación del 
párrafo 1 del artículo 20 de la Convención9. 

2. En 2010, el Relator Especial sobre la tortura recomendó la ratificación, entre otros, 
del OP-CAT y el ICCPR-OP10. 

3. En 2004, el Comité de los Derechos del Niño (CRC) recomendó que Papua Nueva 
Guinea ratificara el OP-CRC-AC y el OP-CRC-SC11. 

4. En 2003, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) 
recomendó que Papua Nueva Guinea estudiase retirar su reserva al artículo 4 de la 
Convención12. 

5. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) indicó 
que Papua Nueva Guinea había formulado reservas a siete artículos de la Convención de 
1951 y recomendó que fueran retiradas13. 
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 B. Marco constitucional y legislativo 

6. El CEDAW consideró preocupante que, a pesar de que la Convención había sido 
ratificada en 1995, aún no se le hubiera otorgado rango de ley nacional14 e instó a Papua 
Nueva Guinea a que procediera sin demora a incorporarla plenamente en su ordenamiento 
jurídico interno15. 

7. El CEDAW también observó con preocupación que entre los motivos de 
discriminación prohibidos en la Constitución no se mencionaba el sexo, con lo cual se 
permitía la discriminación legal por motivos de sexo o género. También preocupaba al 
CEDAW que ni la Constitución ni ninguna otra ley apropiada incorporara el principio de la 
igualdad entre mujeres y hombres o contuviera una definición de la discriminación contra la 
mujer de conformidad con lo dispuesto en la Convención16. El CEDAW recomendó que 
Papua Nueva Guinea incorporase plenamente y sin demora en la Constitución u otras leyes 
apropiadas el principio de la igualdad entre mujeres y hombres y la prohibición de 
discriminación de la mujer, de conformidad con la definición proporcionada en la 
Convención17. 

8. El Relator Especial sobre la tortura, en sus recomendaciones preliminares 
consiguientes a su visita de 2010, instó al Gobierno a que modificara la legislación nacional 
e incluyera la tortura como un delito grave con sanciones adecuadas. Añadió que la 
definición del delito de tortura debía ser totalmente acorde con el artículo 1 de la 
Convención contra la Tortura (CAT)18. 

9. En el informe conjunto de las Naciones Unidas (informe conjunto) se tomó nota de 
la aprobación de la Ley de atención y prevención del VIH/SIDA de 2003 que permitía 
juzgar a las personas y prestatarios de servicios que discriminaran o denegaran servicios en 
razón de la condición serológica19. 

10. El ACNUR indicó que en la actualidad la legislación nacional no proporcionaba un 
marco adecuado para atender a los solicitantes de asilo y los refugiados. El ACNUR indicó 
que la Ley de migración de 1978 y sus enmiendas de 1989 no detallaban la manera de 
determinar la condición de refugiado, ni describían los derechos y obligaciones de los 
solicitantes de asilo o refugiados, una vez que eran reconocidos como tales. La actual 
legislación nacional no ofrecía un marco adecuado para atender a los solicitantes de asilo y 
los refugiados20. En el informe conjunto de las Naciones Unidas (informe conjunto) se 
formularon observaciones en el mismo sentido21. 

 C. Infraestructura institucional y de derechos humanos 

11. En noviembre de 2010, Papua Nueva Guinea aún no disponía de una institución 
nacional de derechos humanos acreditada por el Comité Internacional de Coordinación de 
las Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos22. En 
2009, el ACNUDH observó que en Papua Nueva Guinea se había comenzado la redacción 
de leyes al respecto23. 

12. En el informe conjunto de las Naciones Unidas (informe conjunto) se indicó que en 
1995 el Consejo Ejecutivo Nacional (NEC) había aprobado en principio la creación de una 
Comisión de Derechos Humanos independiente. En 2010 se presentó al Consejo un 
proyecto con instrucciones para redactar leyes de creación de una comisión nacional de 
derechos humanos. Se esperaba que el Parlamento aprobara en 2011 los proyectos de ley 
correspondientes y que la comisión nacional de derechos humanos pudiera funcionar en 
2012, aunque se temía que hubiera nuevos retrasos24. 
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13. El CEDAW alentó a Papua Nueva Guinea a que agilizara el proceso de creación de 
una institución nacional de derechos humanos de conformidad con los Principios de París25. 

14. En el informe conjunto también se tomó nota de que la Comisión del Ombudsman, 
una institución independiente establecida en la Constitución, entre otras cosas, como medio 
de protección frente a los abusos de autoridad de la administración pública y de 
responsabilización de quienes ejercían el poder público. También se señaló que en 2010 
algunos diputados habían presentado al parlamento un proyecto de ley para reducir las 
competencias del Ombudsman. El proyecto fue aprobado en primera lectura, pero a raíz de 
las protestas públicas no fue sometido al parlamento en segunda lectura26. 

 D. Medidas de política 

15. En el informe conjunto se indicó que Papua Nueva Guinea no tenía un plan de 
acción nacional para los derechos humanos27. No obstante se señaló que existían varios 
planes sectoriales que incluían medidas de aplicación de los derechos humanos en distintas 
esferas, como el derecho y la justicia y la protección de la infancia28. Además, en el informe 
conjunto se observó que la Política nacional de Papua Nueva Guinea sobre discapacidad de 
2009 establecía un marco para abordar los derechos de las personas con discapacidad29. 

16. El CEDAW observó con reconocimiento la aprobación de varias políticas, planes y 
programas sobre el género y el desarrollo de la mujer, tales como el Plan Estratégico 
Nacional para 2010-2050 (Visión para 2050 de Papua Nueva Guinea)30. 

 II. Promoción y protección de los derechos humanos sobre 
el terreno 

 A. Cooperación con los mecanismos de derechos humanos 

 1. Cooperación con los órganos de tratados 

Órgano de tratado31 
Último informe 
presentado y examinado 

Últimas observaciones 
finales Medidas de seguimiento Presentación de informes 

CERD 1983 1984  Informes 2º a 14º retrasados 
desde 1986 a 2009, 
respectivamente. 

CESCR   - Informe inicial retrasado 
desde 2010. 

Comité de Derechos 
Humanos 

   Informe inicial retrasado 
desde 2009. 

CEDAW 2009 Julio de 2010 Prevista en julio de 2012 Cuarto informe. Presentación 
prevista en 2014. 

CRC 2003 Enero de 2004 - Informes segundo y tercero 
retrasados desde 2008. 

17. En 2003, el CERD reiteró sus decisiones de 1995, 1997, 1998 y 2002, en las que 
pedía a Papua Nueva Guinea que cumpliera sus obligaciones en materia de presentación de 
informes32. 
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18. En el informe conjunto se indicó que el país no había establecido un diálogo regular 
con los órganos de tratados y que con frecuencia no presentaba informes a los comités33. 

 2. Cooperación con los procedimientos especiales 

Invitación permanente cursada No 

Visitas o informes sobre misiones más recientes Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias (23 a 28 octubre 1995)34 
Relator Especial sobre la tortura (14 a 25 de mayo 2010)35 

Visitas acordadas en principio  

Visitas solicitadas y aún no acordadas Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria (2002, renovada en 2006) 
Relator Especial sobre el derecho a la educación (2005) 
Grupo de Trabajo sobre los mercenarios (2006) 
Experto independiente sobre la deuda externa (2010) 

Facilitación/cooperación durante las misiones El Relator Especial sobre la tortura agradeció al Gobierno la plena 
cooperación de los altos funcionarios durante la visita. Señaló ciertas 
dificultades relacionadas con algunas partes de la visita, aunque hubo 
cooperación general36. 

Medidas de seguimiento de las visitas  

Respuestas a cartas de transmisión de denuncias y a 
llamamientos urgentes 

Durante el período examinado, se enviaron diez comunicaciones. El 
Gobierno no respondió a ninguna comunicación. 

Respuestas a cuestionarios sobre cuestiones temáticas Papua Nueva Guinea respondió a 1 de los 26 cuestionarios enviados por 
titulares de procedimientos especiales37. 

 3. Cooperación con la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 

19. El ACNUDH tenía un asesor de derechos humanos en el equipo de las Naciones 
Unidas en Papua Nueva Guinea desde enero de 2008, para reforzar la capacidad del 
Coordinador Residente y el equipo en el país para establecer estrategias de apoyo a los 
sistemas nacionales de protección de los derechos humanos. Las prioridades del asesor 
incluían intensificar la colaboración del Gobierno, del equipo en el país y de la sociedad 
civil con los mecanismos internacionales de derechos humanos y prestar apoyo técnico para 
la creación de una institución nacional de derechos humanos38. 

20. En 2009, el Gobierno emprendió con apoyo del ACNUDH una política nacional 
sobre discapacidad basada en la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad (CRPD)39. Además, la labor sobre la tortura que realizaron conjuntamente la 
Oficina Regional del ACNUDH para el Pacífico y el asesor de derechos humanos, tuvo por 
efecto que se invitara oficialmente al Relator Especial sobre la tortura a que visitara el 
país40. 

 B. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de 
derechos humanos 

 1. Igualdad y no discriminación 

21. El CEDAW expresó su gran preocupación por la persistencia de normas, prácticas y 
tradiciones nocivas, así como actitudes patriarcales y estereotipos profundamente 
arraigados, respecto de las funciones, responsabilidades e identidades de las mujeres y los 
hombres en todas las esferas de la vida. Entre ellas cabía señalar la poligamia, el pago por 
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la novia (dava), los estereotipos de la "buena" mujer, la idea tradicional del liderazgo del 
"gran hombre" y la costumbre de incluir a mujeres como parte del pago de una 
indemnización41. 

22. En el informe conjunto se indicó que existía discriminación de género a todos los 
niveles, según evidenciaban indicadores como la tasa de alfabetización y la ausencia de 
mujeres en los puestos de responsabilidad del Gobierno y los sectores de la sociedad, a 
todos los niveles. También eran necesarias más medidas de igualdad en favor de las 
personas con discapacidad42. 

23. Al CRC le preocupaba la persistencia en la sociedad de la discriminación contra las 
niñas y las mujeres y contra los grupos vulnerables de niños, como los niños con 
discapacidades, los que vivían en la pobreza, los nacidos fuera del matrimonio, los 
adoptados y los mestizos, y el hecho de que en la Constitución no se prohibiera la 
discriminación por motivos de discapacidad43. 

24. En el informe conjunto también se indicó que había indicios de un aumento de las 
tensiones raciales en la sociedad que afectaba en particular a las comunidades asiáticas. Se 
citaron los disturbios ocurridos en mayo de 2009, precisando que el comité creado para 
investigarlos todavía no había anunciado sus conclusiones44. 

25. El ACNUR señaló que los refugiados no melanesios eran considerados extranjeros y 
que era difícil que se integraran en la sociedad local o superaran los obstáculos que les 
impedían la integración legal45. El ACNUR indicó que los solicitantes de asilo y refugiados 
no melanesios eran particularmente vulnerables a la xenofobia y el racismo de la población 
local46. 

 2. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona 

26. En el comunicado conjunto se señaló que, a pesar de que el Parlamento había 
reintroducido la pena de muerte por asesinato en 1991, Papua Nueva Guinea no había 
llevado a cabo ninguna ejecución desde 1954. Se recomendaba que el país aboliera la pena 
de muerte y ratificara el ICCPR-OP 247. El Relator Especial sobre la tortura hizo 
recomendaciones similares48. 

27. En el informe conjunto se indicó que la violencia entre las tribus, en particular en las 
zonas montañosas, a menudo debida a conflictos por las tierras y propiedades, seguía 
siendo un problema muy grave y que parecía agudizarse a medida que se extendía por el 
país el uso de fusiles de gran potencia. Se añadió que se temía que se desarrollara una 
cultura de caudillos en algunas zonas del país. En el comunicado conjunto también se 
indicó que una consecuencia grave, aunque ignorada, del conflicto en las zonas montañosas 
eran los desplazamientos internos49. 

28. El CEDAW expresó grave preocupación por las denuncias de torturas brutales y 
asesinatos de mujeres, especialmente de edad avanzada, y de niñas acusadas de brujería y 
observó con especial preocupación que el número de mujeres víctimas iba en aumento50. El 
CEDAW instó a Papua Nueva Guinea a que adoptara medidas inmediatas para investigar 
esos incidentes y enjuiciar y castigar a los autores. El CEDAW también pidió a Papua 
Nueva Guinea que acelerase la revisión de la ley sobre brujería y los asesinatos por 
presuntas prácticas de brujería y reforzara la aplicación de la legislación pertinente51. En el 
comunicado conjunto se indicó que patrullas civiles seguían cometiendo asesinatos y actos 
violentos contra personas acusadas de brujería y que esa práctica era particularmente grave 
en las regiones de las zonas montañosas y Bougainville52. 

29. En 2009, los Relatores Especiales sobre la cuestión de las ejecuciones 
extrajudiciales, sobre la tortura y la violencia contra la mujer enviaron una comunicación 
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conjunta al Gobierno acerca de las denuncias de asesinatos de mujeres acusadas de brujería 
en las provincias de las zonas montañosas en 2008 y 200953. 

30. El Relator Especial sobre la tortura indicó que las palizas que propinaba la policía en 
el país a menudo alcanzaban el grado de tortura, según la definición de la CAT54. El 
informe conjunto recogía observaciones similares55. 

31. El Relator Especial sobre la tortura también señaló que había constatado que se 
golpeaba sistemáticamente a los detenidos en el momento del arresto o en las primeras 
horas de detención. En los establecimientos penitenciarios, quienes intentaban escapar o lo 
lograban y posteriormente eran capturados sufrían torturas y lesiones discapacitantes56. En 
el informe conjunto también se señalaron abusos cometidos por la Gendarmería Real de 
Papua Nueva Guinea (policía) y el uso excesivo de la fuerza por parte del personal 
penitenciario, a menudo con consecuencias mortales, contra quienes intentaban huir. Las 
autoridades rara vez investigaban, juzgaban y castigaban a los autores de esas muertes y 
regía la impunidad total57. 

32. En las recomendaciones preliminares tras su visita, el Relator Especial sobre la 
tortura recomendó que el Gobierno velara por que las personas privadas de libertad fueran 
internadas en establecimientos cuyas condiciones fueran acordes con las normas 
internacionales mínimas de sanidad e higiene, y que se sacara a los niños de los lugares de 
detención de adultos58. 

33. En el informe conjunto se indicó que había frecuentes denuncias de que los 
escuadrones móviles de la policía hacían incursiones en los poblados o asentamientos 
urbanos, quemando viviendas, matando al ganado, destrozando huertos, golpeando y 
violando a los habitantes. En algunos barrios, a menudo los agentes de policía y la policía 
de tráfico eran acusados de extorsión económica y de instalar falsos controles para exigir 
dinero con objeto de comprar bebidas alcohólicas59. 

34. El Relator Especial sobre la tortura señaló que las mujeres estaban expuestas a un 
alto riesgo de abuso, tanto en el ámbito familiar como en el público, y que la violencia 
doméstica estaba muy extendida60. Asimismo señaló que había recibido numerosas 
denuncias según las cuales los funcionarios que practicaban detenciones cometían abusos 
sexuales a cambio de la puesta en libertad y dijo que, al parecer, algunos agentes detenían a 
mujeres por pequeñas infracciones con el propósito de abusar sexualmente de ellas61. 

35. En el informe conjunto se indicó que había altísimos niveles de violencia doméstica 
en el país y que la impunidad de que gozaban los autores de violaciones, violencia 
doméstica y agresiones por presunta brujería fomentaba la violencia62. 

36. El CEDAW expresó preocupaciones similares63 e instó a Papua Nueva Guinea a que 
diera prioridad a la promulgación y aplicación de un marco jurídico general que abarcara 
todas las formas de violencia contra la mujer. El CEDAW también instó al Estado parte a 
que velara por que las mujeres y las niñas víctimas de violencia tuvieran acceso a medios 
inmediatos y eficaces de reparación y protección y a que adoptara las medidas necesarias 
para garantizar que se enjuiciaran y se castigaran como delitos graves los actos de violencia 
cometidos por agentes del orden durante la detención, incluidos los actos de abuso sexual 
contra mujeres y niñas64. 

37. El CEDAW también pidió a Papua Nueva Guinea que elaborara y adoptara un 
marco legislativo sobre la trata de personas que abarcase la prevención de la trata, el 
enjuiciamiento y el castigo oportunos de los traficantes, las medidas de protección contra 
los tratantes y agentes y la prestación de apoyo y programas de calidad para las víctimas65. 
En 2010, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, de la 
Oficina Internacional del Trabajo (Comisión de Expertos de la OIT) indicó que el Código 
Penal sólo protegía de la trata con fines de explotación sexual a las niñas y que 
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aparentemente no había disposiciones semejantes que protegieran a los niños. Tampoco 
existían normas jurídicas que prohibieran la venta y la trata de niños con fines de 
explotación laboral. Tomando nota de que las autoridades anunciaban que iban a realizar 
una importante revisión de las leyes, la Comisión de Expertos de la OIT expresó su 
esperanza de que las nuevas disposiciones prohibieran y castigaran la venta y la trata de 
niñas y niños menores de 18 años con fines de explotación sexual y laboral66. 

38. El CRC expresó su profunda preocupación por el hecho de que el castigo corporal 
de los niños estuviera bastante extendido en el Estado Parte y no estuviera legalmente 
prohibido67 y recomendó que Papua Nueva Guinea pusiera en marcha campañas para 
informar al público de las consecuencias adversas que el castigo corporal tenía en los niños 
y que fomentara otras formas positivas y no violentas de disciplina y prohibiera 
expresamente por ley el castigo corporal en el seno de la familia y en otras instituciones68. 

39. El CRC también expresó preocupación porque parecía haber un nivel importante de 
abandono y malos tratos, incluido el abuso sexual, en el seno de la familia y en la escuela 
según los registros de los hospitales, entre otras fuentes69. El CRC recomendó que Papua 
Nueva Guinea estableciera un sistema de respuesta global y de alcance nacional para 
ofrecer apoyo y asistencia a todas las víctimas de la violencia doméstica. También 
recomendó que Papua Nueva Guinea velara por que hubiera un mecanismo eficaz 
encargado de recibir, analizar e investigar las denuncias y solicitara asistencia técnica a ese 
respecto70. 

40. En 2010, la Comisión de Expertos de la OIT reiteró sus observaciones anteriores en 
el sentido de que la prostitución de las niñas se había convertido en un medio de 
supervivencia económica en los centros urbanos y las zonas rurales de Papua Nueva 
Guinea. Además, indicó que había poca intervención sistemática por parte de las 
autoridades y que las medidas de protección y salvaguardia de las víctimas de la 
prostitución eran insuficientes. La Comisión de Expertos de la OIT pidió que Papua Nueva 
Guinea adoptase medidas efectivas y con un calendario preciso para evitar la explotación de 
los niños en la prostitución71. 

41. En 2010 la Comisión de Expertos de la OIT también reiteró sus observaciones de 
que los niños encomendados a formas oficiosas de adopción en realidad se veían obligados 
a cumplir largas horas de trabajo, sin tiempo de descanso y recreo, sin libertad de 
circulación y asociación, y privados del derecho a la educación y la atención médica. Pidió 
información sobre las medidas que se habían adoptado para proteger a esos niños de las 
peores formas de trabajo infantil72. 

 3. Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado 
de derecho 

42. Al Relator Especial contra la tortura le preocupaba que la policía no siempre 
estuviera en condiciones de hacer cumplir la ley, lo que daba lugar a que empresas de 
seguridad privadas ejercieran algunas de las principales funciones de policía. Le 
preocupaba especialmente la falta de capacidad para prevenir e investigar delitos 
relacionados con la violencia doméstica, con las luchas tribales y con las víctimas de 
acusaciones de brujería73. 

43. En sus recomendaciones preliminares, el Relator Especial sobre la tortura instó al 
Gobierno a que redujera urgentemente el período de detención policial a un plazo acorde 
con las normas internacionales (un máximo de 48 horas) y a que estableciera mecanismos 
de denuncia accesibles y efectivos en todos los centros de detención74. 

44. En cuanto a las denuncias de torturas en las instituciones penitenciarias, en el 
informe conjunto se indicó que la ausencia de un mecanismo efectivo de denuncia, de 
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investigación y supervisión independiente y de otras salvaguardias similares creaba un 
ambiente de impunidad que fomentaba esas prácticas75. 

45. En el informe conjunto se indicó que el sistema oficial de justicia no siempre era 
accesible, efectivo y asequible, y que había muchas personas que utilizaban el sistema 
oficioso o de tribunales rurales para solucionar las diferencias. Los tribunales rurales 
operaban en más del 80% del país76. Los dirigentes de los pueblos y comunidades tenían un 
conocimiento escaso de los derechos y muchas de sus decisiones eran discriminatorias 
hacia las mujeres y los niños77. 

46. En el informe conjunto también se indicó que la Oficina de abogados de oficio 
ofrecía asistencia jurídica limitada. Aunque en teoría todos los ciudadanos tenían derecho a 
ella, en la práctica la mayoría de quienes recurrían a la justicia no podían acceder a la 
asistencia jurídica78. 

47. El CEDAW se sentía preocupado porque, aunque estaba subordinado a la 
Constitución y al derecho positivo, el derecho consuetudinario era la principal fuente de 
derecho aplicable en los tribunales rurales, lo cual hacía que se perpetuara la discriminación 
contra la mujer79. Instó a Papua Nueva Guinea a que se asegurara de que los tribunales 
rurales aplicaran en sus decisiones los principios de igualdad y no discriminación de 
conformidad con lo dispuesto en la Convención80. 

 4. Derecho a la intimidad, al matrimonio y a la vida familiar  

48. El CEDAW expresó su preocupación por los múltiples sistemas matrimoniales 
existentes en Papua Nueva Guinea y por el hecho de que la edad mínima para contraer 
matrimonio fuera de 16 años para las mujeres y 18 para los varones. Preocupaban en 
particular al CEDAW la práctica de la poligamia, el pago de un precio por la novia, los 
matrimonios precoces y forzosos, así como la persistencia de otras prácticas 
consuetudinarias discriminatorias, especialmente en las comunidades rurales y remotas, con 
respecto, entre otras cosas, al matrimonio y a su disolución, así como a las relaciones 
familiares, incluida la herencia81. El CEDAW instó a que Papua Nueva Guinea acelerara la 
reforma de las leyes relativas al matrimonio y las relaciones familiares a fin de ajustar su 
marco legislativo a lo dispuesto en la Convención. El CEDAW también exhortó al Estado 
parte a que aumentara la edad mínima para contraer matrimonio a 18 años para los hombres 
y las mujeres y a que aplicara medidas encaminadas a eliminar la poligamia82. En 2004 el 
CRC expresó preocupaciones similares83 y formuló recomendaciones acerca de la edad 
mínima para contraer matrimonio84. 

49. El CEDAW señaló con preocupación que sólo un pequeño porcentaje de la 
población tenía inscrito su nacimiento en el registro civil y que eso podía tener efectos 
negativos en la situación jurídica de la mujer85. El CEDAW recomendó que se adoptaran 
medidas efectivas para que se inscribieran oportunamente todos los nacimientos y 
matrimonios86. En 2004, el CRC planteó su preocupación en el mismo sentido87 y 
recomendó que el Gobierno intensificara sus esfuerzos para conseguir que se inscribiera a 
todos los niños al nacer88. 

50. En el informe conjunto se indicó que el Gabinete de Papua Nueva Guinea había 
aprobado recientemente que la Comisión Constitucional y de Reforma Legislativa revisara 
las leyes vigentes en materia de prostitución y delitos sexuales "contra natura". Mediante la 
propuesta de política se pretendía, entre otras cosas, la revisión de las leyes penales para 
despenalizar el trabajo en la industria del sexo y las relaciones homosexuales consentidas89. 
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 5. Libertad de religión y de creencias, de expresión, de asociación y de reunión 
pacífica, y derecho a participar en la vida pública y política  

51. En el informe conjunto se indicó que en la práctica el derecho a la libertad de 
reunión con frecuencia era limitado. Se indicó que las manifestaciones públicas requerían 
autorización policial y debían anunciarse con 14 días de antelación. Y, en la práctica, la 
policía rara vez las autorizaba alegando el temor de que la manifestación generase 
violencia90. 

52. En el informe conjunto también se señaló que los defensores de los derechos 
humanos eran amenazados, agredidos y, en ocasiones, asesinados91. 

53. El CEDAW expresó preocupación por la muy escasa representación de las mujeres 
en el Parlamento y por sus bajos niveles de participación en otros ámbitos de la vida 
pública y política, especialmente en los más altos niveles decisorios, el gobierno local, el 
poder judicial, incluidos los tribunales rurales, y la administración pública internacional92. 
En el informe conjunto se formularon observaciones similares93. El CEDAW instó a Papua 
Nueva Guinea a que promulgara rápidamente por vía parlamentaria el proyecto de ley sobre 
igualdad y participación94. 

 6. Derecho al trabajo y a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo 

54. El CEDAW pidió a Papua Nueva Guinea que examinara sus leyes laborales y velara 
por que la legislación sobre el empleo abarcara los sectores público y privado y se aplicara 
efectivamente. El CEDAW también pidió a Papua Nueva Guinea que estableciera un marco 
normativo para el sector informal, con miras a dar acceso a la protección y los beneficios 
sociales95. 

55. El ACNUR instó al Estado a que retirara su reserva al artículo 17 1) de la 
Convención y otorgara a todos los refugiados y solicitantes de asilo plenos derechos 
laborales. Indicó que sólo tenían derecho a trabajar los refugiados de un tercer país vecino 
con permisos de residencia válidos96. 

 7. Derecho a la seguridad social y a un nivel de vida adecuado 

56. En el informe conjunto se indicó que la pobreza era un problema grave de derechos 
humanos en Papua Nueva Guinea. Más de un tercio de la población vivía en la pobreza y 
una enorme proporción de las comunidades rurales del país estaba presa en la trampa de 
pobreza que formaban la enfermedad, los bajos ingresos y el acceso deficiente al agua 
salubre, la atención de salud, la educación, los medicamentos esenciales, la electricidad, el 
saneamiento, la comunicación y el transporte97. 

57. En el informe conjunto se observó que la poca capacidad del sistema de salud, las 
escasas nociones de salud básica y las condiciones climáticas y ambientales particulares 
contribuían a que el país tuviera tasas altas de mortalidad materna e infantil. Se estimaba 
que el riesgo de mortalidad materna en zona urbana era del 0,0028, es decir que 
aproximadamente una de cada 35 mujeres (mayores de 12 años) de las zonas urbanas 
moriría por causas relacionadas con la maternidad. El riesgo para las mujeres rurales de la 
misma edad era casi doble. En 2006, las tasas de mortalidad de niños menores de 1 año y de 
niños menores de 5 años se estimaban en 57 y 75 (por 1.000 niños), respectivamente98. 

58. El CEDAW recomendó que el Gobierno examinara las leyes relacionadas con el 
aborto, a fin de eliminar las disposiciones punitivas aplicables a las mujeres que abortaban 
y de proporcionarles acceso a servicios de calidad para el tratamiento de las secuelas de 
abortos realizados en condiciones peligrosas99. 

59. En el informe conjunto también se indicó que en 2009 se estimaba que 5.610 niños 
se habían quedado huérfanos de uno o ambos progenitores debido a la epidemia de sida100. 
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60. El CEDAW indicó con grave preocupación que Papua Nueva Guinea afrontaba una 
grave epidemia, pues el 1,5% de sus 6,5 millones de habitantes estaban infectados y las 
mujeres y niñas se veían afectadas por el VIH en forma desproporcionada y representaban 
el 60% de las personas que vivían con el VIH. El CEDAW consideraba especialmente 
preocupante que las niñas de entre 15 y 19 años presentaran la mayor tasa de infección por 
VIH/SIDA en el país, cuatro veces mayor que la de los varones de la misma edad. En este 
contexto, preocupaba al CEDAW que las mujeres y las niñas fueran especialmente 
susceptibles a la infección debido a normas de carácter sexista y que la persistencia de 
relaciones de poder desiguales entre mujeres y hombres aumentara su vulnerabilidad a la 
infección101. 

61. En el informe conjunto se indicó que en muchos lugares del país se habían 
producido desalojos forzosos. La policía solía recurrir a los desalojos forzosos y la 
destrucción de bienes como medida punitiva, como castigo colectivo a una comunidad tras 
la comisión de un delito y como medida de presión para que la comunidad delatara o 
entregara a los autores102. En 2009 el Relator Especial sobre una vivienda adecuada envió 
dos comunicaciones acerca de denuncias de desalojos forzosos realizados por la policía en 
Port Moresby tras la comisión de delitos103. 

62. En el informe conjunto se indicó que en las zonas rurales donde las empresas 
multinacionales se apropiaban de las tierras para extraer recursos, los propietarios de tierras 
tradicionales eran expulsados por la fuerza o aceptaban acuerdos sin haber sido 
verdaderamente consultados y sin entender sus consecuencias104. 

 8. Derecho a la educación  

63. En el informe conjunto se observó que menos del 50% de los niños de las zonas 
rurales estaba matriculado en la escuela primaria y sólo algo más de la mitad de los 
matriculados terminaban el quinto grado. Las niñas tenían menos probabilidades de estar 
escolarizadas y a menudo no terminaban su educación105. En 2010 el CEDAW pidió que 
Papua Nueva Guinea hiciera mayores esfuerzos para instaurar un entorno educativo libre de 
discriminación y violencia106. 

64. En el informe conjunto se indicó además que la gratuidad de la enseñanza figuraba 
en la agenda política desde 1982, cuando la había introducido el Gobierno, pero que había 
durado menos de un año. En 2002, el Gobierno había ofrecido "subvencionar íntegramente 
las tasas", pero no se pudo mantener107. 

65. En el informe conjunto también se señalaron los resultados del estudio sobre la 
matriculación neta, que destacó la necesidad de abordar urgentemente los problemas de 
acceso a la educación para lograr el Objetivo de Desarrollo del Milenio de desarrollo y 
educación para todos. Las estadísticas indicaban que muy pocos niños estaban 
escolarizados a la edad que les correspondía y que la escolarización de niños mayores 
suponía un problema para el sistema de educación básica, especialmente a nivel elemental, 
y que había disparidades en perjuicio de las niñas108. 

 9. Minorías y pueblos indígenas 

66. En el informe conjunto se indicó que existían varios conflictos y controversias en 
relación con los derechos de uso de la tierra y los recursos entre los grupos indígenas, las 
autoridades y las entidades empresariales. No se había tenido suficientemente presente la 
obligación del Gobierno de velar con la diligencia debida por la protección de los derechos 
de los propietarios de tierras y la responsabilidad empresarial y social en cuanto a la 
degradación del medio ambiente y la contaminación ocasionadas por la extracción de 
recursos109. 
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67. El estudio preliminar de 2006 del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas 
sobre los informes relativos a los ODM y los pueblos indígenas señaló que Papua Nueva 
Guinea debía abordar específicamente la cuestión de los pueblos indígenas, que constituían 
la mayoría de la población rural, que afrontaba las peores condiciones sanitarias y 
económicas110. 

 10. Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

68. El ACNUR indicó que el marco de política y jurídico vigente había generado tres 
categorías de refugiados, en función de su país de origen y de que poseyeran o no permisos 
de residencia. El ACNUR también señaló que cada una de esas categorías recibía un trato 
distinto111. 

69. El ACNUR afirmó que el actual marco de políticas y jurídico no se ajustaba a las 
normas internacionales y que no ofrecía protección adecuada a los refugiados sin permiso 
de residencia de un tercer país vecino ni a los solicitantes de asilo y refugiados no 
melanesios112. 

 11. Desplazados internos 

70. En el informe conjunto se indicó que la situación de los desplazados internos 
causada por desastres naturales (erupción volcánica en la isla de Manam, aumento del nivel 
del mar en las islas Caterat), conflictos tribales o disturbios sociales (en Bulolo) suponía 
una grave preocupación para el país, que generaba problemas duraderos, agravados por la 
falta de medidas efectivas para solucionar la situación113. 

 12. Situación existente en determinadas regiones o territorios o relacionada 
con ellos 

71. En el informe conjunto se indicó que en 1989 había estallado un conflicto violento 
en la provincia de Bougainville. Estaba previsto celebrar un referéndum a los 15 años del 
establecimiento del Gobierno Autónomo de Bougainville sobre el futuro estatuto político 
de Bougainville114. El Gobierno central y la administración de Bougainville mantenían 
conversaciones sobre las posibles maneras de apoyar las aspiraciones económicas de 
Bougainville115. Entretanto varios grupos e individuos de la propia isla seguían planteando 
reclamaciones. Hasta la fecha no se había establecido un proceso de justicia de transición 
para las violaciones de los derechos humanos cometidas durante el conflicto116. 

72. En 1995, el Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias hizo una visita a la región y formuló recomendaciones, entre otras cosas, acerca 
del desarme de los elementos armados de la población civil y la administración de justicia, 
incluida la investigación y el enjuiciamiento de las violaciones de los derechos humanos, la 
posible creación de una comisión de la verdad y la justicia y el establecimiento de la 
transparencia y un sistema de denuncia de problemas de derechos humanos117. En el 
informe conjunto se recomendó que se pusieran en práctica las recomendaciones118. 

73. El CEDAW expresó preocupación por la limitada participación de las mujeres en los 
procesos formales de adopción de decisiones en la zona después del conflicto119 y exhortó a 
Papua Nueva Guinea a garantizar que los hombres y mujeres excombatientes se 
beneficiaran por igual del reconocimiento y la rehabilitación120. 

74. En 2010, la Comisión de la OIT se refirió a las deficiencias señaladas en el proceso 
de educación de los antiguos niños soldados y alentó al país a que siguiera esforzándose por 
mejorar su situación121. 
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 III. Logros, mejores prácticas, retos y limitaciones 

75. En el informe conjunto se indicó que los principales logros habían consistido en 
iniciativas legislativas que habían colmado varias lagunas en materia de protección de los 
derechos humanos, por ejemplo, la promulgación de la Ley de delitos sexuales y contra 
menores con arreglo al Código Penal revisado, que introdujo una serie de nuevos delitos, 
como la violación conyugal, calificada en varios grados acordes con la gravedad del daño 
ocasionado y que incorporaba las diversas formas de violación; la Ley de prevención y 
atención del sida y la Ley Lukautim Pikinini (de protección del niño). También había 
habido logros en materia de justicia de menores122. 

76. El CEDAW tomó nota del hecho de que Papua Nueva Guinea era muy vulnerable a 
las amenazas ambientales, como la erosión del litoral y la elevación del nivel del mar como 
resultado del cambio climático, así como a los desastres naturales, y también observó su 
particular situación geográfica, que imponía restricciones a la circulación y las 
comunicaciones123. 

 IV. Prioridades, iniciativas y compromisos nacionales 
esenciales 

  Recomendaciones específicas que deben ser objeto de seguimiento 

77. El CEDAW pidió a Papua Nueva Guinea que proporcionara, en un plazo de dos 
años, información detallada sobre el cumplimiento de las recomendaciones que figuraban 
en los párrafos 28 (casos de tortura y muertes de mujeres y niñas) y 34 (participación de las 
mujeres en la vida pública y política)124. 

 V. Fomento de la capacidad y asistencia técnica 

78. El CERD señaló a la atención de Papua Nueva Guinea que podía beneficiarse de la 
asistencia técnica ofrecida en el marco del programa de asesoramiento y asistencia técnica 
del ACNUDH para cumplir sus obligaciones de presentación de informes125. 
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